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I. INTRODUCCIÓN

Mediante la Ley N° 32153, publicada el 
5 noviembre de 2024, se modificaron 
varios artículos del nuevo Código Proce-
sal Constitucional. Entre ellos, se modi-
ficaron tres (3) referidos al proceso com-
petencial: artículos 110, 111 y 112. Las 
modificaciones tienen como punto en 
común la disminución de los votos reque-
ridos a favor (se redujo los votos de cinco 
a cuatro) para emitir una decisión esti-
matoria, conceder una medida cautelar y 
declarar inadmisible la demanda. 

Considerando que esta modificación se 
produjo estando en trámite el proceso 
competencial seguido por el Congreso de 
la República contra el Poder Judicial (STC 
Exp. N° 00004-2024-PCC/TC), a propó-
sito de la inhabilitación de dos miembros 
de la Junta Nacional de Justicia, hubo una 
apreciable suspicacia sobre los verdaderos 
móviles que dirigieron a la mayoría par-
lamentaria a aprobar la reforma. En este 
sentido, en el presente artículo se anali-
zará el contexto del procedimiento que 
siguió la iniciativa legislativa y la conve-
niencia objetiva de la nueva regulación. 

II. LA TRAMITACIÓN 
PARLAMENTARIA DE LA 
REFORMA DEL PROCESO 
COMPETENCIAL 

El dictamen de la Comisión de Consti-
tución y Reglamento del Congreso de la 
República, que culminó con la dación de 
la Ley N° 32153, agrupó trece proyec-
tos de ley1, lo que refleja que existía un 

1 Proyectos de Ley N° 04145/2022-CR, 04203/2022-MP, 04475/2022-CR, 04672/2022-CR, 05172/2022-
CR, 06290/2023-CR, 06315/2023-CR, 06321/2023-CR, 06324/2023-CR, 06328/2023-CR, 06349/2023-
CR, 06392/2023-CR y 08465/2023-CR.

interés amplio de las bancadas parlamen-
tarias en modificar el nuevo Código Pro-
cesal Constitucional. Asimismo, la autó-
grafa de ley enviada al Poder Ejecutivo 
no tuvo observaciones, siendo promul-
gada directamente. Es decir, entre el Par-
lamento y el Ejecutivo hubo un consenso 
sobre la reforma de las reglas en materia 
procesal constitucional.

Sin perjuicio de la mediación de cual-
quier acuerdo político, los dictámenes 
en el Congreso se definen en un proce-
dimiento legislativo que conoce de razo-
nes técnicas para efectos de lograr un 
trabajo legislativo idóneo. De este modo, 
en cumplimiento del artículo 70.3 del 
Reglamento del Congreso, las comisio-
nes ordinarias del Legislativo solicitan 
opinión técnica a las entidades vincu-
ladas, por razón de su especialidad, con 
las materias que contienen las proposi-
ciones de ley. 

Del dictamen que aprueba las modifica-
ciones al nuevo Código Procesal Consti-
tucional se advierte que contiene solo dos 
opiniones de entidades públicas referidas 
a la reducción del número de votos a favor 
exigidos (de cinco a cuatro) respecto del 
proceso competencial. Ambas entidades, 
que son el Jurado Nacional de Elecciones 
y la Defensoría del Pueblo, tienen una 
opinión desfavorable en este extremo. Si 
bien las opiniones pueden estar referidas 
a concretos proyectos de ley, es un hecho 
que sobre el tema de fondo (número de 
votos a favor exigidos en las resoluciones 
del proceso competencial) hay una posi-
ción categórica. 



 65GACETA CONSTITUCIONAL | Nº 204 • DICIEMBRE 2024 • ISSN 1997-8812 • pp. 63-74

ESPECIAL

En efecto, el Jurado Nacional de Eleccio-
nes, como respuesta a la opinión solici-
tada por el Congreso, remitió el acuerdo 
de su pleno de 14 de abril de 2023. Este 
acuerdo aprobó el contenido del Informe 
N° 067-2023-GAP/JNE y su remisión a 
la Comisión del Constitución y Regla-
mento del Congreso de la República. Este 
informe recomienda lo siguiente:

Revisar la ponderación que se atribuye 
al proceso competencial frente al pro-
ceso de inconstitucionalidad, toda vez 
que se señala que el primero no tiene la 
misma importancia ni trascendencia 
que el segundo y, por tanto, no resulta 
razonable la votación de mayoría cali-
ficada que actualmente rige para cali-
ficar la demanda y emitir sentencia en 
el proceso competencial. 

Analizar el sustento de que la actual 
votación requerida generaría entram-
pamientos constitucionales o absur-
dos legales, ya que no se ha acompa-
ñado en la exposición de motivos data 
que sustente la existencia de tal pro-
blemática. (…). (párrs. 4.2.1. y 4.2.2.)

De otro lado, la Adjuntía de Asuntos 
Constitucionales de la Defensoría del 
Pueblo remitió al Congreso de la Repú-
blica la opinión sobre las modificaciones 
propuestas, mediante el Informe Jurídico 
Defensorial N° 007-2024-DP/AAC2. Ade-
más de considerar que los proyectos de 
ley no estaban debidamente motivados, 
lo que contradice el principio de interdic-
ción de la arbitrariedad, considera que la 
propuesta no era viable en el extremo de 

2 Informe Jurídico Defensorial 007-2024-DP/AAC (2024). Análisis de los proyectos de ley 6290/2023-
CR, 4672/2022-CR, 4203/2022-MP, 4145/2022-CR, 6328/2023-CR, 6321/2023-CR, 6324/2023-CR, 
6315/2023-CR y 4475/2022-CR, que proponen reformas al nuevo Código Procesal Constitucional

exigir mayoría simple para la concesión 
de una medida cautelar para la admisión 
de la demanda y para emitir una sentencia 
en el proceso competencial. Así, sostuvo:

(…), los conflictos de competencia 
tienen especial trascendencia consti-
tucional puesto que entran en debate 
órganos clave en el sistema de sepa-
ración y equilibrio de poderes y, ade-
más, se discute el ejercicio de sus atri-
buciones constitucional y legalmente 
conferidas, es decir, la decisión que 
asuma el TC sobre el debido o inde-
bido ejercicio de estas impactará en el 
diseño constitucional previsto por el 
constituyente y por el legislador, (…). 
En ese sentido, se justifica que en los 
casos antes mencionados se requieran 
de cinco votos conformes, ya que se 
busca generar mayor consenso en el 
TC (…). Ello, descarta toda posibili-
dad de empate, por el contrario, situa-
ciones de tal índole demandan una 
debida deliberación que haga posible 
la obtención de acuerdos (…). (p. 9) 

A la luz de lo citado antes resulta evi-
dente que las opiniones técnicas de las 
entidades públicas consultadas no ava-
laron las modificaciones sobre la reduc-
ción del número de votos a favor reque-
ridos en el proceso competencial. Si bien 
las opiniones no son vinculantes para el 
Congreso de la República, evidentemente, 
al ser parte del dictamen especializado 
mínimamente debería requerirse, en el 
caso de no ser consideradas, ser desvir-
tuadas de manera suficiente y con sol-
vencia argumentativa. Las opiniones que 
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se han reseñado no fueron presentadas 
de oficio, ya que fueron requeridas por la 
Comisión de Constitución y Reglamento 
para ser observadas al momento de la ela-
boración del texto del dictamen. Enton-
ces, lo elemental que debería ocurrir es 
que se analicen las razones expuestas con 
apertura e imparcialidad, pues no se trata 
de meras opiniones ligeras, sino de opi-
niones que tienen el carácter de técnicas 
y especializadas. 

Veamos, entonces, cuáles fueron los argu-
mentos de la comisión parlamentaria para 
desestimar las opiniones de la Defensoría 
del Pueblo y el Jurado Nacional de Elec-
ciones. Si se revisa el dictamen, se puede 
concluir que la exposición de motivos 
sobre el punto que comentamos es breve, 
concentrándose la posición en el siguiente 
razonamiento:

El proceso competencial no está redi-
señado para resolver conflictos norma-
tivos o antinomias normativas entre 
normas de rango de ley y la Consti-
tución, sino garantizar el uso debido 
de la distribución de competencias 
que previamente y de modo directo la 
Constitución ha definido en favor de 
cada uno de los poderes del Estado, y 
esta labor de árbitro de uso adecuado 
de las competencias y atribuciones 
tiene que ir de la mano con el número 
de votos que se exige para adoptar una 
decisión, ya que exigir una votación 
calificada basándose sin mayor aná-
lisis en el proceso de inconstituciona-
lidad como si fuesen procesos idénti-
cos, sin considerar la diferencia que 
existe entre ellos, y la forma como 
defienden a la Constitución cada uno 
de ellos, no justifica suficientemente el 
número de votos exigidos para llegar a 
un acuerdo. (Dictamen de la Comisión 
de Constitución y Reglamento sobre 

el Proyecto de Ley N° 4145/2022-CR 
y otros, p. 47)

Además, el dictamen menciona que las 
leyes orgánicas del Tribunal Constitu-
cional y el primigenio Código Procesal 
Constitucional exigieron cuatro votos 
conformes para hacer resolución en el 
proceso competencial. Igualmente, se 
señala que el voto decisorio del presidente 
del Tribunal Constitucional que se pro-
pone, responde a la necesidad de evitar 
que, ante un empate, se deje de resolver la 
causa y con ello se incumpla el fin de sal-
vaguardar la supremacía constitucional. 

Creemos, en todo caso, que el análisis de 
los argumentos de la Comisión de Cons-
titución y Reglamento del Congreso 
requiere una evaluación que debe partir 
de la propia aprobación del nuevo Código 
Procesal Constitucional, pues es este 
quien incorporó la exigencia de los cinco 
votos a favor en las resoluciones corres-
pondientes al proceso competencial. 

III. LA APROBACIÓN DEL 
NUEVO CÓDIGO PROCESAL 
CONSTITUCIONAL Y LOS 
CAMBIOS EN EL PROCESO 
COMPETENCIAL

El proceso competencial es un proceso 
orgánico que, por su naturaleza, se encuen-
tra dirigido al resguardo del principio de 
separación de poderes y la supremacía 
constitucional. Atiende a que las relaciones 
entre determinados entes públicos deben 
dirigirse de modo adecuado sin interfe-
rencias en el ejercicio de las atribuciones 
y competencias que la Constitución y las 
leyes orgánicas han definido. 

Bajo tal cometido, el nuevo Código Pro-
cesal Constitucional de 2021, en gene-
ral, no hizo cambios sustantivos en la 
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regulación total del proceso competen-
cial. Las únicas modificaciones realiza-
das estuvieron concentradas en asuntos, 
fundamentalmente, de forma, no habién-
dose concretado supresiones ni modifi-
caciones de fondo.

Un primer aspecto novedoso consistió 
en la denominación del título al cual está 
integrado el proceso competencial. En 
efecto, en el Título VI se incorporó expre-
samente que las disposiciones genera-
les de los procesos de acción popular e 
inconstitucionalidad, también incluyen 
al proceso competencial, esto en cohe-
rencia con el artículo 112 del anterior 
Código, que precisó que el “procedi-
miento se sujeta, en cuanto sea aplicable, 
a las disposiciones que regulan el proceso 
de inconstitucionalidad” (esta misma dis-
posición se ha mantenido en el artícu- 
lo 111 del Código vigente). 

Valgan verdades, dicha aplicación suple-
toria no tomaba en cuenta el número 
de votos requeridos para tomar decisio-
nes en el proceso competencial, es decir, 
no se equiparaba al proceso de incons-
titucionalidad. Una muestra de esto es 
que en el proceso competencial sobre la 
vacancia presidencial por incapacidad 
moral permanente del expresidente Mar-
tín Vizcarra se declaró improcedente la 
demanda en aplicación de “lo previsto 
en el artículo 5, primer párrafo, de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, 
el cual establece, entre otros aspectos, 
que el Tribunal Constitucional, en sala 
plena, resuelve por mayoría simple de 
votos emitidos (…)” (Razón de Relatoría, 

3 La resolución se publicó el 6 de noviembre de 2021 en el diario oficial El Peruano, bajo el título “Dis-
ponen la implementación de acuerdo de Pleno que aprueba reglas de aplicación del primer párrafo 
del artículo 112 del nuevo Código Procesal Constitucional”.

STC Exp. N° 0002-2020-CC/TC, párr. 7).  
Por su lado, el proceso competencial 
sobre la disolución del Congreso el 2019 
contó con una sentencia de fondo, cuyo 
sentido (infundada) correspondió a 
una mayoría de cuatro votos (STC Exp.  
N° 0006-2019-CC/TC). 

Por ello, la incorporación del requeri-
miento de cinco votos conformes para 
definir las respectivas resoluciones cons-
tituyó una precisión expresa que aporta, 
en todo caso, a fortalecer la seguridad 
jurídica en este ámbito: concesión de una 
medida cautelar (artículo 110), inadmi-
sibilidad de la demanda (artículo 111) y 
emisión de una sentencia (artículo 112).  
Para que no exista ninguna duda sobre el 
particular, incluso, en noviembre de 2021, 
en plena vigencia del nuevo Código Pro-
cesal Constitucional, se publicó la Resolu-
ción Administrativa N° 204-2021-P/TC3, 
donde el pleno del Tribunal Constitucio-
nal definió que en los procesos competen-
ciales se requiere cinco votos conformes 
para dictar sentencia; caso contrario, se 
tendrá por infundada la demanda. 

El retorno a la mayoría 
simple, entonces, no es solo 

un retroceso, sino un resuelto 
menoscabo a la legitimidad 
del Tribunal Constitucional 
en un proceso de carácter 

orgánico.
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Lo que se tenía, entonces, hasta antes de la 
vigencia del nuevo Código Procesal Cons-
titucional, era una falta de especificación 
del número de votos requeridos para 
tomar decisiones en el proceso compe-
tencial; aplicándose una mayoría simple 
que tomaba como base las reglas genera-
les para que el pleno del Tribunal Consti-
tucional decida. De allí, que el dictamen 
que se terminó aprobando como la Ley 
N° 31307 de 2021 (nuevo Código Proce-
sal Constitucional) señaló en su exposi-
ción de motivos que el requerimiento de 
cinco votos para declarar inadmisible la 
demanda, declararla fundada o aprobar 
una medida cautelar busca ampliar la pro-
tección del recurrente en el marco de una 
medida de estandarización o uniformiza-
ción normativa (Dictamen de la Comi-
sión de Constitución y Reglamento sobre 
el Proyecto de Ley N° 3478/2018-CR  
y otros, p. 54). 

En buena cuenta, lo que pretendió el nuevo 
Código Procesal Constitucional es asegu-
rar una decisión razonablemente consen-
suada. Se priorizó la necesidad de esta-
blecer una regla concreta que permita 
uniformizar de manera previsible el crite-
rio seguido para la adopción de decisiones 
en el proceso competencial. En este sen-
tido, considerando que la práctica anterior 
(donde no había norma específica para el 
proceso competencial) se orientó por la 
mayoría simple, la nueva regulación de 
modo indiscutible dejó atrás dicha línea de 
orientación, estableciendo expresamente, 
para todos los supuestos, que las resolu-
ciones emitidas en el proceso competen-
cial se definen por mayoría calificada de 
cinco votos conformes. 

Entonces, la precisión de la mayoría de 
cinco votos no es una exigencia arbitra-
ria ni infundada, pues parte de una polí-
tica categórica de dotar de mayor garantía 

a quien recurre a un proceso competen-
cial. No debe olvidarse que las mayorías 
decisorias calificadas configuran un ins-
trumento idóneo para la convocatoria de 
voluntades encauzadas hacia la obtención 
de un objetivo común que, en el caso del 
proceso competencial, recae en lograr un 
fallo que responda al más amplio acuerdo 
que, a su vez, sea coherente con el princi-
pio de supremacía constitucional. 

IV. LA RAZONABILIDAD DE LA 
EXIGENCIA ANTERIOR DE 
CINCO VOTOS CONFORMES 

Debe repararse en algunas de las caracte-
rísticas configuradoras del proceso com-
petencial para entender la exigencia de la 
mayoría calificada. Así, un primer aspecto 
es el que atañe al órgano encargado del 
conocimiento y resolución del proceso 
competencial: el Tribunal Constitucio-
nal. Recordemos que se trata de un pro-
ceso orgánico con efectos generales (erga 
omnes), por lo que resulta adecuado que el 
conocimiento de la controversia se concen-
tre en un solo órgano, cuya decisión, ade-
más, no sea posible de revocar. Si se discute 
sobre el ejercicio de competencias públi-
cas, lo lógico es que exista un marco regu-
latorio razonable que no afecte el princi-
pio de seguridad jurídica, de tal suerte que, 
por razón del trámite del proceso, se gene-
ren retrasos o incertidumbre en el accio-
nar regular de la Administración Pública 
y ello termine perjudicando a los ciuda-
danos y sus derechos. Al respecto, debe 
tenerse presente que la justicia constitu-
cional ha definido la relevancia del prin-
cipio de seguridad jurídica “(…) como 
la garantía que informa a todo el ordena-
miento jurídico y consolida la interdicción 
de la arbitrariedad, pues permite afirmar la 
predictibilidad de las conductas (en espe-
cial, las de los poderes públicos) frente a 
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los supuestos previamente determinados 
por el Derecho” (STC Exp. N° 01601-2012-
PA/TC, f. j. 24). 

Al ser el Tribunal Constitucional el 
órgano al que corresponde la materia 
de conflictos competenciales, la norma 
peruana nos indica que la instancia es 
única y definitiva, pues sobre la jerarquía 
de dicho ente en el ámbito procesal cons-
titucional no existe otra institución en la 
jurisdicción nacional. Ahora bien, dicha 
situación no implica que se haya previsto 
alguna medida urgente dentro del proceso 
que evite de modo preliminar la irreversi-
bilidad de una sentencia futura, como es 
el caso, efectivamente, de la concesión de 
una medida cautelar que en este tipo de 
proceso sí está permitida (artículo 110).

Además de lo señalado, en el conflicto 
competencial, al definirse competen-
cias constitucionales que deben acatar los 
órganos públicos, se requiere una legitimi-
dad alta que recae tanto en el órgano que 
impondrá la decisión como en la mayoría 
alcanzada para tal fin. El Tribunal Cons-
titucional, al ser el órgano de cierre de la 
interpretación constitucional en nuestro 
ordenamiento jurídico, cumple un rol fun-
damental en la garantía y fortalecimiento 
del principio de separación de poderes, de 
allí su identificación como órgano pacifi-
cador y ordenador en el Estado constitu-
cional. En este sentido, es pertinente tomar 
nota de lo manifestado por el profesor Juan 
Colombo, quien, al referirse al debido pro-
ceso constitucional, afirma:

En el mundo contemporáneo los con-
flictos constitucionales, primordial-
mente los que se generan cuando las 
partes involucradas son los poderes 
públicos, deben ser conocidos por 
un tribunal, que los países civiliza-
dos tienen la tarea de establecer, con 

competencia especial y exclusiva para 
resolverlos (…) que sea independiente, 
esté dotado de jurisdicción suficiente 
para imponer sus decisiones a los 
poderes públicos en conflicto y cum-
pla su misión de garantizar la efica-
cia de la Constitución (…). (Colombo, 
2004, p. 166)

La tarea del Tribunal Constitucional en este 
campo no es sencilla, porque en la defini-
ción de un proceso competencial se corrige 
a poderes públicos, órganos constitucional-
mente autónomos y gobiernos subnacio-
nales cuyos titulares fueron elegidos por 
votación popular. Razonablemente, una 
decisión de tamaña envergadura no siempre 
es asumida con beneplácito; por el contra-
rio, es muy posible que se generen críticas 
de toda índole contra la labor jurisdiccio-
nal. Por ello, la característica de actuar como 
una instancia única y definitiva no guarda 
armonía con la regla de tomar decisiones 
mediante una mayoría simple. La legitimi-
dad de la decisión requiere estar reforzada 
en el mayor consenso posible del colegiado, 
más aún si la misma es inapelable y tendrá 
efecto general. Es irracional que el Tribu-
nal Constitucional pretenda imponer una 
interpretación de la Constitución, estando 
casi la mitad de sus miembros en contra. El 
retorno a la mayoría simple, entonces, no es 
solo un retroceso, sino un resuelto menos-
cabo a la legitimidad del Tribunal Constitu-
cional en un proceso de carácter orgánico. 

Cuando la Comisión de Constitución y 
Reglamento del Congreso señala que el 
proceso competencial no es idéntico al 
proceso de inconstitucionalidad y, por 
ello, el número de votos que se exige para 
adoptar una decisión en ambos debe estar 
diferenciado no advertimos ningún fun-
damento válido ni lógica en la reforma 
que venimos analizando. Si dicha “razón” 
fuera siquiera sensata no habría lugar a las 
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coincidencias en las votaciones de los dis-
tintos procesos que resuelven los órganos 
colegiados jurisdiccionales. Así, por ejem-
plo, las resoluciones de la Corte Superior 
del Poder Judicial en materia civil o penal, 
pese a tener objetos distintos, requieren 
una votación similar para declarar fundada 
la demanda. La materia diferenciada que 
se resuelve en un determinado proceso no 
determina que este requiera menos o más 
votos para ser resuelto en un sentido cierto.  

La definición legal de los votos es deter-
minada por la naturaleza del objeto del 
proceso y por los elementos definitorios 
de su diseño constitucional (competen-
cia del supremo guardián de la Constitu-
ción en instancia exclusiva e inimpugna-
ble). Es el caso del proceso competencial, 
cuya configuración de proceso constitu-
cional orgánico define su trascendencia 
en el escenario de la consolidación de la 
supremacía constitucional y de la división 
de poderes, como principio elemental del 
régimen democrático. 

A mayor abundamiento, el principio de 
separación de poderes impone que no 
deben existir presiones e injerencias en 

el cumplimiento autónomo e indepen-
diente de las funciones constitucionales 
que cumplen los órganos estatales. Por 
ello, un conflicto competencial en los tér-
minos del proceso que regula el nuevo 
Código Procesal Constitucional es una 
situación que no es deseable que ocurra 
de modo continuo, pues ello reflejaría 
inestabilidad política e inseguridad jurí-
dica, aspectos impropios en un Estado 
constitucional de derecho. Por esta razón, 
los procesos competenciales en el Perú 
se han presentado en un número signi-
ficativamente menor que otros procesos 
constitucionales. Así, el 2017 se tramitó 
una demanda, el 2018 se tramitaron seis, 
el 2019 se tramitaron siete, el 2020 se tra-
mitaron tres, el 2021 se tramitaron siete, 
el 2022 se tramitaron cuatro y el 2023 se 
tramitaron diez (Tribunal Constitucio-
nal, 2017; Tribunal Constitucional, 2018; 
Tribunal Constitucional, 2019; Tribunal 
Constitucional, 2020; Tribunal Consti-
tucional, 2021; Tribunal Constitucional, 
2022; Tribunal Constitucional, 2023).

Dicha situación evidencia que los proce-
sos competenciales son extraordinarios en 
su presentación, es decir, no son procesos 
de impulso ordinario. Ello se debe, en gran 
parte, a que las discusiones sobre la super-
posición o menoscabo entre competencias 
de entidades públicas distintas no son asun-
tos cotidianos, sino, más bien, excepcio-
nales. Además, la legitimación para inter-
poner las respectivas demandas sigue un 
criterio restrictivo, en tanto solo los titu-
lares de los organismos están habilitados 
para demandar, siendo que en el caso de 
los órganos colegiados se requiere, incluso, 
la previa aprobación del respectivo pleno. 
Con esto último se trasluce la máxima 
importancia que reviste una demanda com-
petencial para la entidad pública que la 
impulsa. Así las cosas, es indiscutible que 

No estamos de acuerdo con 
la incorporación del voto 

dirimente. El proceso compe-
tencial exige una mayoría 

calificada en su resolución. 
Por tal razón, darle un doble 

voto al presidente del Tribunal, 
ante un empate, contradice 
la necesidad de un consenso 

amplio.
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los alcances adicionales expuestos reflejan 
que no nos encontramos ante un proceso 
que deba ser resuelto por una mayoría sim-
ple. Todo lo contrario, existe una categórica 
justificación en el caso peruano para la exi-
gencia de una mayoría calificada, como ori-
ginalmente lo previó el nuevo Código Pro-
cesal Constitucional. 

V. EL VOTO DECISORIO EN EL 
PROCESO COMPETENCIAL 
Y LA PRECISIÓN EN LOS 
REQUISITOS DE LA MEDIDA 
CAUTELAR

Por otro lado, en el dictamen de la ley 
que modificó el nuevo Código Procesal 
Constitucional se ha establecido que la 

propuesta del voto decisorio del presi-
dente del Tribunal Constitucional res-
ponde a la necesidad de evitar que, ante 
un empate, se deje de resolver la causa y 
con ello se incumpla el fin de salvaguardar 
la supremacía constitucional. Recordemos 
que el voto decisorio o dirimente se utiliza 
para resolver un asunto cuya votación ter-
minó igualada, por tanto, se concede este 
voto normalmente al presidente del cole-
giado. Así, ante el empate y la necesidad 
de dar por concluido el impase, el presi-
dente ejerce la potestad de emitir un voto 
adicional que rompe el punto muerto y 
permite decidir la causa. En el cuadro 
siguiente se aprecia el cambio normativo 
efectuado en el artículo 112 del nuevo 
Código Procesal Constitucional:

Artículo 112 anterior Artículo 112 vigente

“La sentencia en los procesos competenciales y 
sus efectos
En los procesos competenciales, la sentencia 
se obtiene con el voto conforme de cinco (5) 
magistrados. La sentencia del Tribunal vincula 
a los poderes públicos y tiene plenos efectos 
frente a todos. (…)” (el énfasis es nuestro).

“La sentencia en los procesos competenciales y sus efectos
En los procesos competenciales, la sentencia se obtiene con 
el voto conforme de cuatro magistrados. En caso de empate, 
el presidente del Tribunal Constitucional tiene voto decisorio. 
De no llegarse al número de votos exigidos, se tendrá por 
infundada la demanda. La sentencia del Tribunal vincula 
a los poderes públicos y tiene plenos efectos frente a todos. 
(…)” (el énfasis es nuestro).

En tal entendido, y siendo coherentes con 
lo manifestado anteriormente, no estamos 
de acuerdo con la incorporación del voto 
dirimente. Nos reafirmamos en que, por 
su naturaleza y fines, el proceso compe-
tencial exige una mayoría calificada en su 
resolución. Por tal razón, pretender darle 
un doble voto al presidente del tribunal, 
ante un empate, contradice la necesidad 
de contar con una decisión que sea con-
secuencia de un consenso amplio. El esta-
blecimiento de un voto adicional al pre-
sidente tiene menor legitimidad que un 

caso resuelto con una mayoría simple. La 
figura del voto dirimente es una ficción 
jurídica, pues no existe un magistrado 
añadido que, en los hechos, determine 
que hubo una mayoría cierta para arri-
bar a una providencia. Intentar imponer 
y ejecutar una sentencia que, en la prác-
tica, cuenta con el desacuerdo de la mitad 
de los magistrados del Tribunal Constitu-
cional es un mensaje negativo y contra-
dictorio de la legitimidad deseable que se 
debe desprender de los fallos emitidos en 
los procesos orgánicos. 
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Además, debe anotarse que en los procesos 
competenciales no solo se discute conflic-
tos positivos o negativos que se resuelvan 
con la simple lectura de los respectivos tex-
tos normativos. No siempre existe claridad 
definitoria de las facultades o atribucio-
nes en cuestión y menos del modo en que 
aquellas se ejercen. También en los proce-
sos competenciales se atienden conflictos 
por menoscabo, donde se evalúa la forma 
impropia o prohibida en el ejercicio de 
las potestades públicas y en estos supues-
tos se presenta un nivel apreciable de tra-
bajo interpretativo por parte del tribunal, 
pues no se discute la titularidad de la com-
petencia, sino el modo indebido en el que 
esta se ejerce. Con mayor razón, entonces, 
se debe requerir una mayoría calificada 
cierta en el fallo. 

No debe perderse de vista que una deci-
sión del supremo tribunal, que se otorga 

en una instancia única y definitiva, aclara 
o valida el ejercicio de competencias de 
modo definitivo en una situación en la 
que una de las partes o las dos no están de 
acuerdo (caso del conflicto competencial 
negativo) y al ser esta decisión una con 
efecto normativo requiere una posición 
categóricamente consensuada. Esto per-
mite que se eviten cuestionamientos pos-
teriores a la propia autoridad del Tribu-
nal Constitucional, es decir, la vigencia 
de la continuidad de la mayoría calificada 
incide positivamente en la legitimidad del 
Tribunal Constitucional. 

Por otro lado, la modificación del 
artículo 110 del nuevo Código Proce-
sal Constitucional, como se puede apre-
ciar en el cuadro de abajo, ha hecho cam-
bios respecto de los requisitos para que 
se conceda una medida cautelar en el 
ámbito del proceso competencial. 

Artículo 110 anterior Artículo 110 vigente

Medida cautelar
“El demandante puede solicitar al Tribunal 
la suspensión de la disposición, resolución o 
acto objeto de conflicto. Cuando se promueva 
un conflicto constitucional con motivo de 
una disposición, resolución o acto cuya im-
pugnación estuviese pendiente ante cualquier 
juez o tribunal, este podrá suspender el pro-
cedimiento hasta la resolución del Tribunal 
Constitucional.
La aprobación de la medida cautelar requiere 
el voto de cinco (5) votos conformes”.

Medida cautelar
“El demandante puede solicitar al Tribunal la suspensión de la 
disposición, resolución o acto objeto de conflicto, en todo o en 
parte. El Tribunal concede la medida cautelar, que debe estar fun-
damentada en la verosimilitud de la afectación competencial invo-
cada, en el peligro de la demora, en la adecuación de la pretensión y 
en el principio de reversibilidad. Cuando se promueva un conflicto 
constitucional con motivo de una disposición, resolución o acto 
cuya impugnación estuviese pendiente ante cualquier juez o tri-
bunal, este podrá suspender el procedimiento hasta la resolución 
del Tribunal Constitucional.
La aprobación de la medida cautelar requiere el voto de cuatro 
votos conformes. En caso de empate, el presidente del Tribunal 
Constitucional tiene voto decisorio” (el énfasis es nuestro).

El primigenio artículo 110 no estable-
ció de manera expresa los requisitos que 
debía tomar en cuenta el Tribunal Cons-
titucional para otorgar una medida cau-
telar. Si bien esto no era un impedimento 
para que se conceda lo propio, es ver-
dad que sí persistía la necesidad de hacer 

una precisión, pues el proceso competen-
cial tiene sus particularidades en cuanto 
al objeto de la pretensión y a la trascen-
dencia de sus efectos. De hecho, al ser el 
único proceso orgánico que resuelve el 
Tribunal Constitucional resulta razona-
ble que se especifique qué condiciones 
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deben exigirse para estimar un pedido 
cautelar toda vez que la regla supleto-
ria no se puede aplicar en tanto que en el 
proceso de inconstitucionalidad no cabe 
media cautelar. 

La precisión incorporada, además, es 
expresión de una medida garantista del 
derecho a la defensa, pues le permite a la 
parte contraria conocer las razones obje-
tivas a través de las cuales se concedió la 
medida cautelar. Si bien en la resolución 
cautelar deben obrar los argumentos jurí-
dicos respectivos, lo cierto es que al esta-
blecerse condiciones vinculantes para el 
órgano resolutor se permite que la fun-
damentación jurisdiccional no sea abierta 
ni discrecional, de tal modo que se vacíe 
de contenido la propia naturaleza excep-
cional de una medida provisoria, como 
es la medida cautelar. La excepcionali-
dad, en su esencia, exige que el ejercicio 
de la medida tenga carácter restrictivo y 
no extensivo, más aún cuando el órgano 
jurisdiccional dicta la medida cautelar 
sin correr traslado a la otra parte (inau-
dita altera pars).

Ahora bien, creemos que los requisitos 
incorporados (verosimilitud de la afec-
tación, peligro de la demora, adecuación 
de la pretensión y principio de reversibili-
dad) son razonables. Por un lado, el peri-
culum in mora (peligro en la demora) y 
el fumus boni iuris (apariencia de buen 

derecho) son requisitos indispensables de 
las medidas cautelares en su generalidad. 
Por otro lado, la adecuación de la preten-
sión y el principio de reversibilidad son 
requerimientos propios de los procesos 
constitucionales, atendiendo a su natu-
raleza de procesos especiales, priorita-
rios y que demandan tutela urgente ante 
la necesidad de garantizar o restablecer el 
orden que la Constitución impone. 

Por ello, también creemos que la reduc-
ción a cuatro votos en el caso de la resolu-
ción que declara inadmisible la demanda, 
prevista en el artículo 111, es un error 
que contradice la línea garantista de todo 
proceso constitucional. La inadmisibi-
lidad de la demanda implica la omisión o 
defecto inobjetable del cumplimiento de 
los requisitos formales de la demanda. Por 
ello, precisamente, se produce un rechazo 
inmediato que debe ser subsanado. Esta 
inmediatez expresa que hay claridad defi-
nitoria respecto a las falencias formales, 
situación que solo guarda armonía con 
una decisión que esté avalada por una 
mayoría calificada y no simple. Si la inad-
misibilidad se define por una mayoría 
simple, es evidente que no hay claridad 
contundente sobre el sentido de la deci-
sión. Con ello solo se perjudican princi-
pios indispensables de los procesos cons-
titucionales, como la celeridad procesal, 
considerando que la subsanación retrasa 
el trámite correspondiente. 

Artículo 111 anterior Artículo 111 vigente

Calificación de la demanda
“Si el Tribunal Constitucional estima que existe materia 
de conflicto cuya resolución sea de su competencia, de-
clara admisible la demanda y dispone los emplazamien-
tos correspondientes. Se requiere del voto conforme de 
cinco (5) magistrados para declarar su inadmisibilidad 
(…)”.

Calificación de la demanda
“Si el Tribunal Constitucional estima que existe materia 
de conflicto cuya resolución sea de su competencia, de-
clara admisible la demanda y dispone los emplazamien-
tos correspondientes. Se requiere del voto conforme de 
cuatro magistrados para declarar su inadmisibilidad 
(…)”.
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VI. A MODO DE CONCLUSIÓN
Dejando a salvo la precisión de los requisi-
tos de la medida cautelar, las modificacio-
nes al proceso competencial incorporadas 
mediante la Ley N° 32153 no son confor-
mes con el fin garantista de la supremacía 
constitucional que caracteriza a los proce-
sos constitucionales de carácter orgánico. 
La reducción de votos a favor (de cinco 
a cuatro) para emitir sentencia fundada, 
conceder una medida cautelar y decla-
rar inadmisible la demanda configura un 
retraso que debilita el principio de seguri-
dad jurídica y la legitimidad reforzada que 
debe ostentar todo proceso orgánico con 
efectos generales. No se trasluce funda-
mento válido ni técnico para haber modi-
ficado lo que inicialmente previó el nuevo 
Código Procesal respecto del proceso com-
petencial en el sentido de uniformizar las 
votaciones bajo el criterio de la mayoría 
calificada, en claro ánimo de superación 
de una mayoría simple. Más contradicto-
rio aún es el establecimiento del voto deci-
sorio o doble del presidente del Tribunal 
Constitucional ante el caso de un empate. 

En todo supuesto, las modificaciones 
aprobadas reflejan una negativa práctica 
parlamentaria que no termina de corre-
girse. No se tomaron en cuenta las posi-
ciones de los órganos técnicos especiali-
zados ni el inapropiado contexto en el que 
se discutió la medida (en pleno trámite de 
un proceso competencial mediático con-
tra el Poder Judicial donde el Congreso 
era el demandante). Este caso puede ser 

identificado como la expresión de un Par-
lamento que no es coherente con la demo-
cracia deliberativa ni con la pluralidad 
que debería marcar su curso regular. La 
intransigencia y la falta de argumentos no 
solo son malas consejeras sino también 
peligrosas causas de la emisión de leyes 
contrarias al interés público. 
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